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LEGADO PONTIFICIO DGDC IV

definieran con mayor precisión las atribucio-
nes de los legados del pontífice. Estas cuestio-
nes ya han sido clarificadas y Juan Pablo II
ha confirmado el carácter pastoral de la curia
romana (PB, 28.VI.1988, arts. 33-35).

Recordemos, por último, que el legado pon-
tificio tiene derecho de precedencia sobre los
arzobispos y obispos y que, según el c. 366 §§
1 y 2, puede llevar a cabo celebraciones litúr-
gicas en todas las iglesias de su legación y que
el Codex Canonum Ecclesiarum Orientalium hace
referencia a la figura de los legados pontificios
en el c. 46 § 1 y en el c. 429.
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DAD PENAL [PRINCIPIO DE]; LEY; LEY CANÓNICA

SUMARIO: 1. Origen y noción. 2. La aplicación
del principio de legalidad en el derecho canónico.
3. Régimen jurídico. a) La delimitación de las com-
petencias. b) La subordinación a la ley.

1. Origen y noción
El principio de legalidad, como criterio de

funcionamiento de los poderes públicos, se ha
desarrollado en la Europa continental en el
ámbito de la teoría del Estado de derecho.
Exige el sometimiento de la actuación de las
funciones de gobierno a las normas del orde-
namiento jurídico. La supremacía de la ley
constituye el instrumento de garantía que re-
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gula la actuación de los poderes públicos, con
el fin de evitar abusos y, al mismo tiempo, de
asegurar el respeto de las situaciones jurídicas
subjetivas frente a la autoridad. El requisito
de la legalidad está estrechamente unido, si
bien es distinto, al presupuesto de legitimidad
del uso del poder, en cuanto que este último
indica más propiamente la justificación que
habilita a la autoridad para desarrollar deter-
minadas competencias, por haber sido inves-
tida del modo dispuesto para desempeñarlas
y, junto a ello, para ejercitarlas en el respeto
de los valores protegidos en el ordenamiento.
Ambas expresan la exigencia de que las fun-
ciones de gobierno sean conformes a paráme-
tros superiores de justicia; por un lado la legi-
timidad, en sentido fundante-sustancial, por
otro lado, la legalidad, en sentido operativo-
funcional.

Por lo que concierne específicamente a la po-
testad administrativa, el primado de la ley re-
presenta un principio fundamental del estatuto
jurídico especial de la administración previsto
en los sistemas jurídicos de los países de Eu-
ropa continental. La función administrativa, en
efecto, como tarea más propiamente ejecutiva,
dirigida a perseguir de modo inmediato y con-
creto los fines del ordenamiento, debe confor-
marse, tanto desde el punto de vista organiza-
tivo como operativo, con las disposiciones
predefinidas de modo general y abstracto por
las instituciones expresamente elegidas por el
pueblo para ejercitar el poder legislativo. De
este modo resultan asegurados, además de la
corrección y de la previsibilidad de la acción
administrativa, el sistema democrático en la
definición de las directrices del gobierno y la
igualdad de trato con quienes están interesados
en la actividad administrativa.

Se pueden señalar diversas concepciones
del principio de legalidad, que prevén varios
grados de concordancia entre la acción admi-
nistrativa y la ley. La forma más atenuada re-
quiere la mera no contradicción de la acción
de la administración con los vínculos preesta-
blecidos por la ley, de modo que, siempre que
no haya prohibiciones que deriven al menos
de forma implícita de la ley, la autoridad pú-
blica queda libre para adoptar las disposicio-
nes y los comportamientos que considere
oportunos y que no sean incompatibles con el
ordenamiento (legalidad como límite nega-
tivo). La formulación más rigurosa, en cam-
bio, exige el fundamento positivo de toda ma-



LEGALIDAD [PRINCIPIO DE]DGDC IV

nifestación de la potestad administrativa en la
ley, de modo que la administración no pueda
desempeñar ninguna tarea que no haya es-
tado previa y explícitamente conferida y regu-
lada por la fuente superior (legalidad como
límite positivo).

La experiencia de los ordenamientos estata-
les contemporáneos ha demostrado la dificul-
tad de poner en práctica el principio de legali-
dad en la versión más rígida de conformidad
positiva, dada la incapacidad de la ley de pre-
definir en abstracto toda la múltiple variedad
de hipótesis y de circunstancias que se pueden
encontrar en la práctica. Por otro lado, una
normativa preventiva demasiado articulada y
puntual no sería ni siquiera oportuna, ya que
se estima indispensable dejar a la administra-
ción un cierto grado de autonomía y de dis-
crecionalidad, para integrar, precisar y adap-
tar lo dispuesto en la ley a las condiciones
particulares del supuesto de hecho concreto.
El modelo de ley como vínculo positivo viene
aplicado, por tanto, en forma excepcional a es-
pecíficas materias circunscritas, cuando se
pretenda someter a restricciones más severas
la actuación de la administración, sobre todo
en las competencias que inciden en las situa-
ciones jurídicas subjetivas tuteladas por fuen-
tes de rango constitucional.

Por otro lado, la evolución de las relaciones
entre poder legislativo y poder administrativo
en los actuales estados constitucionales de de-
recho, hace surgir un progresivo vaciamiento
del valor sustancial de la garantía del principio
de legalidad y su reducción a un parámetro de
conformidad meramente formal. Cualquier
fundamento legislativo sirve para justificar el
ejercicio de competencias administrativas,
para prescindir del grado de extensión otor-
gado a la reglamentación de la materia, tam-
bién si el legislador deja amplios márgenes de
discrecionalidad a la administración, o incluso
delega «en blanco» el poder de regular la mate-
ria, o si confiere la facultad de derogar disposi-
ciones precedentes. La falta de definición de los
principios y de las directivas sustanciales por
parte del legislador atenúa la fuerza de garan-
tía del principio de legalidad, porque faltan los
parámetros objetivos a los que debe confor-
marse la acción administrativa, de modo que la
actuación de los poderes públicos llega a ser, de
hecho, incontrolable.

2. La aplicación del principio de legalidad en
el derecho canónico

En los principia que han guiado la revisión
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del Código se descubría la necesidad de regu-
lar el ejercicio de la autoridad en la Iglesia, para
evitar que se diera, en efecto o en la sola sospe-
cha, la arbitrariedad (nn. 6-7). Recibiendo tales
directivas, la legislación de Juan Pablo II reor-
denó la acción administrativa según criterios
de mayor racionalidad y certeza, aplicando,
junto a otras garantías técnico-jurídicas naci-
das de la experiencia del Estado de derecho,
el principio de subordinación de la función
ejecutiva a la ley. A pesar de que los funda-
mentos constitutivos del ordenamiento canó-
nico son radicalmente diversos de los postula-
dos ideológicos que han inspirado el
nacimiento de este principio en los ordena-
mientos estatales, este régimen especial de la
administración puede ser aplicado útilmente
también en el derecho de la Iglesia, como un
instrumento de garantía idóneo para asegurar
el correcto funcionamiento de la potestad ad-
ministrativa, a través de una reglamentación
preventiva de sus competencias y de los mo-
dos de actuar. La sumisión a los vínculos de
la ley hace también posible la actuación de
controles más precisos y puntuales sobre los
actos administrativos, dirigidos no sólo a lo-
grar la corrección objetiva de la función, sino
también a proteger las situaciones jurídicas
subjetivas lesionadas como consecuencia de
los abusos de la administración.

El sometimiento de la acción de la jerarquía
a parámetros preestablecidos viene motivado
por una razón de buen gobierno, que es co-
mún a todos los ordenamientos jurídicos.
Además, como subraya parte de la doctrina
(HERRANZ 121-122; MIRAS-CANOSA-BAURA 36-
41), esta subordinación se corresponde con la
específica exigencia eclesial de traducir en
forma jurídica el intrínseco sentido diaconal
de toda atribución de poder en la Iglesia. De
hecho, se debe, sin duda, señalar la originali-
dad de la aplicación del principio de legalidad
en la Iglesia, no sólo en relación con la natura-
leza del ministerio eclesial, sino también con
las peculiares reglas de organización y funcio-
namiento de la potestas regiminis. Trasplantar
este criterio de garantía al ordenamiento canó-
nico, implica la necesidad de adaptar a la tipi-
cidad de la institución salvífica la modalidad
del funcionamiento de un mecanismo pen-
sado originariamente en coherencia con los
presupuestos teóricos de otros sistemas jurídi-
cos. De este hecho se deriva que al principio
de legalidad no le puede ser atribuido un ca-
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rácter absoluto en la reglamentación de la fun-
ción administrativa, sino sólo un valor rela-
tivo, en la medida en que el respeto de normas
predefinidas sea realmente instrumental para
asegurar la certeza y la previsibilidad de la
acción administrativa, pero sin constituir un
límite insuperable para realizar, in casu, for-
mas más altas de justicia praeter o contra legem.

3. Régimen jurídico
a) La delimitación de las competencias

Constituye un presupuesto para el funcio-
namiento del principio de legalidad que el le-
gislador regule puntualmente las competen-
cias de la autoridad administrativa, sea en
relación con los órganos habilitados para ac-
tuar, con las materias objeto de las atribucio-
nes, o con los instrumentos operativos que se
van a utilizar.

Conforme a las directivas para la revisión
de los Códigos, latino y oriental, que indica-
ban un sistema adecuado para una más se-
gura reglamentación de la potestad eclesiás-
tica en la delimitación de las competencias
entre las diversas funciones de gobierno, la le-
gislación de Juan Pablo II ha delineado con
mayor claridad los tres poderes en los que se
subdivide la potestas iurisdictionis, a saber, le-
gislativo, ejecutivo y judicial (c. 135 CIC, c. 191
CCEO), la naturaleza de las atribuciones de
cada uno de los oficios y la potestad a la que
corresponde proveer en los diferentes ámbitos
de materia. La distinción de las competencias
entre las funciones, sin embargo, no es siem-
pre fácil de delinear en el ordenamiento ecle-
sial, dado que, debido a la organización jerár-
quica unitaria, la autoridad suprema de la
Iglesia universal (cc. 331 y 336 CIC; cc. 43 y 49
CCEO) y de las Iglesias particulares (c. 391, §
1 CIC; c. 191 CCEO) es titular de la plenitud
del poder de jurisdicción. En un nivel inferior,
aparte de la función legislativa reservada al
órgano primario, los Códigos promueven la
distribución de las tareas administrativas y ju-
diciales entre diversos oficios, tanto en el ám-
bito de la Sede Apostólica (Const. ap. PB),
como en sede local (cc. 475 y 1420, § 1 CIC; cc.
245 y 1086 CCEO). Por otro lado, la intrínseca
elasticidad de organización de las tareas, rela-
cionada con la técnica de la vicariedad, de la
delegación y de la facultad, hace que también
las autoridades inferiores puedan acumular
competencias.

En relación con las materias, la legislación
precisa para algunos oficios el ámbito de las
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funciones en forma general (por ejemplo, c.
479 § 1 CIC) o con tareas específicas (por ejem-
plo, cc. 31 y 34 CIC). Pero considerado el am-
plio campo de la función administrativa, que
se extiende en todas las ramas del ordena-
miento y se despliega de diversos modos, las
competencias de los oficios de naturaleza eje-
cutiva son delimitadas según un criterio resi-
dual: se les encomienda todas las actividades
que no son atribuidas al poder legislativo o
al judicial.

Con respecto a los mecanismos de actua-
ción, las variadas expresiones del poder ejecu-
tivo se encuadran por los Códigos dentro de
la categoría de los actos administrativos. La
legislación regula algunas figuras típicas de
actos administrativos generales (decretos ge-
nerales, instrucciones, estatutos y reglamen-
tos, previstos por el CIC en los cc. 31-34 y 94-
95) y de actos administrativos singulares (de-
cretos, preceptos, rescriptos, privilegios y dis-
pensas, recogidos por el CIC en los cc. 35-93
y por el CCEO en los cc. 1510-1539). Sin em-
bargo, no todas las posibles manifestaciones
de actos y de comportamientos de la adminis-
tración reciben puntual reglamentación en los
Códigos. Además, no existen normas que re-
gulen la fase preparatoria dentro del procedi-
miento de formación de los actos (c. 50 CIC;
c. 1517 CCEO).

b) La subordinación a la ley
El principio de legalidad informa todo el es-

tatuto especial de los actos administrativos,
sean generales o singulares. Diferentes son las
enunciaciones del principio de legalidad que
se encuentran recogidas en la legislación de
Juan Pablo II.

En sentido estricto y formal, se prevé que
los actos administrativos no pueden ser con-
trarios a las leyes o a las fuentes de derecho
equiparadas a éstas, de modo que no pue-
den innovar, modificar o derogar el orden
normativo preconstituido si no han recibido
una habilitación expresa del mismo legisla-
dor, resultando, en otro caso, privados de
valor y eficacia (cc. 33 § 1; 34 § 2; 38 CIC;
1515 CCEO; arts. 18 § 2, 156 PB; art. 125 § 2
Regolamento generale della curia romana,
30.IV.1999). La previsión de un vínculo de su-
bordinación de los actos administrativos a la
ley viene a delinear la existencia de una jerar-
quía formal de los actos de jurisdicción, que se
funda sobre la eficacia objetiva de los diversos
instrumentos jurídicos y sobre las relaciones
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recíprocas de prevalencia o de sometimiento.
Por otro lado, en el ordenamiento canónico,
esta escala objetiva de las fuentes de derecho
debe ser combinada con la jerarquía personal
de jurisdicción que subsiste en la Iglesia por
constitución divina. El orden de relaciones en-
tre los actos de gobierno viene a articularse de
este modo según dos sistemas concéntricos de
graduación de la prioridad: uno, objetivo, se
fija en la fuerza jurídica del acto potestativo
dentro de cada uno de los ámbitos de jurisdic-
ción, universal o particular; el otro, subjetivo,
parte de la posición jerárquica del oficio que
ha emanado el acto y requiere la sumisión de
las deliberaciones de las autoridades locales a
las disposiciones de la autoridad suprema. En
caso de conflicto complejo entre actos de di-
versa fuerza jurídica emanados por órganos
subordinados entre sí, el principio de legali-
dad está destinado a ceder, porque el papel
oficial de la autoridad prevalece sobre la gra-
duación de las fuentes. Los actos del ordinario
del lugar están, por tanto, subordinados tanto
a las leyes como a los actos administrativos
del Romano Pontífice y de sus organismos
vicarios.

Desde un punto de vista más amplio y sus-
tancial del principio de legalidad, se afirma
que las cuestiones administrativas deben ser
tratadas según la justicia y la equidad canó-
nica, en vista del bien de la Iglesia y de la
salvación de las almas (art. 15 PB; c. 1519 § 1
CCEO). En esta acepción, el criterio de recti-
tud de los actos administrativos no viene en-
tendido como respeto de los límites positivos
de la ley, sino que mira a la congruencia axio-
lógica con los valores fundamentales que pre-
siden, según el plano providencial de Dios, las
exigencias de la comunidad y de cada per-
sona, en relación con las circunstancias del
caso concreto. La necesidad de dictar disposi-
ciones conformes a las exigencias de justicia
en cada caso concreto, por tanto, puede justi-
ficar, a veces, que la administración actúe prae-
ter o contra legem.

En diversas partes de la normativa se pre-
vén, en efecto, posibles excepciones a la regla
de subordinación formal a la ley. La capacidad
de la autoridad administrativa de dictar dis-
posiciones contra legem puede derivar funda-
mentalmente de una expresa habilitación del
legislador para los actos normativos genera-
les, prevista con la delegación (c. 30 CIC) u
homologada posteriormente con la aproba-
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ción en forma específica (art. 18 PB). Pero la
legitimación para derogar el orden del dere-
cho viene también reconocida como compe-
tencia autónoma de los actos administrativos,
en aquellos que disponen iura singularia para
adaptar la disciplina abstracta a la particulari-
dad del supuesto de hecho real (como en el
precepto, el privilegio, la dispensa y las otras
gracias), o en cualquier disposición singular
que contenga una explícita cláusula derogato-
ria (c. 38 CIC; c. 1515 CCEO).

Por otra parte, al margen de un explícito re-
conocimiento legislativo de esta hipótesis de
actos contra legem, analizando más global-
mente el carácter específico del ordenamiento
eclesial, no se puede dejar de mencionar cómo
una aplicación rigurosa del principio de lega-
lidad en sentido formal, a semejanza de los
ordenamientos seculares, es incompatible con
la flexibilidad intrínseca de las funciones de
gobierno de la Iglesia, dirigidas a reflejar
siempre con mayor fidelidad el designio di-
vino de salvación. Pueden ser razones de jus-
ticia sustancial o de caridad evangélica las que
exijan no observar el contenido textual de la
norma, para responder de un modo más au-
téntico a las necesidades de la persona con-
creta o de determinadas comunidades. El
principio fundamental de equidad, que in-
forma todo el derecho canónico, puede por
tanto legitimar que se integre o supla la nor-
mativa incompleta, para mitigar, no aplicar o
derogar preceptos que resulten inadecuados o
contraproducentes, para plasmar aquellos ins-
titutos o instrumentos técnicos que aseguran
la elasticidad del sistema en nombre de un
ideal de justicia más alto.
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LEGALIDAD PENAL
[PRINCIPIO DE]
Vid. también: LEGALIDAD [PRINCIPIO DE]; LEY PENAL;
PENA INDETERMINADA

SUMARIO: 1. El principio de legalidad penal. 2.
Asentamiento jurídico del principio. 3. Legalidad
penal en el derecho canónico vigente.

1. El principio de legalidad penal
El principio de legalidad penal en el dere-

cho penal canónico, correspondiente a lo que
suele denominarse «elemento legal» del delito
(diferenciado, por tanto, del «elemento obje-
tivo» como violación externa de la ley, y del
«elemento subjetivo» como violación moral-
mente imputable), es enfocado aquí con refe-
rencia al conocido principio clásico, de larga
tradición entre penalistas y juristas: nullum cri-
men, nulla poena sine lege (ningún delito, nin-
guna pena sin previa ley), determinante y
claro en una primera lectura, pero erizado de
no pocas dificultades en línea doctrinal y en
la práctica legal y jurídica, como se expone en
las líneas siguientes.

La lógica del principio (no debe apreciarse
como delito lo que no está previamente figu-
rado por la ley, ni tampoco debe ser sancio-
nado con la pena si ésta no figura previamente
en la ley) es exigida, sin duda, no solo por
razón de buen gobierno por parte del legisla-
dor, sino por la propia dignidad de la persona
del ciudadano y del delincuente, que recla-
man esa previa determinación. Salta a la vista
el peligro inmediato de arbitrariedad por
parte del legislador en cuanto a la configura-
ción del delito y de la pena, si no existe un
texto que especifique previamente ambas
cuestiones.

Desde el punto de vista de la naturaleza so-
cial del hombre y en un plano puramente teórico,
sería suficiente la existencia de una acción so-
cial moral y socialmente depravada para que
la autoridad pudiera proceder a calificarla
como delito y a castigarla con una sanción,
aunque no existiera la ley penal correspon-
diente, si así lo exige la tutela del orden pú-
blico. La autoridad, en efecto, debe garantizar
el orden público y el bien común de la socie-
dad, y por tanto debe estar dotada de potestad
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suficiente para ello (MICHIELS 80, MIGUÉLEZ

803). Pero en la práctica el principio de que no
haya delito ni pena sin previa ley se impone
con toda fuerza, porque la determinación con-
creta no puede quedar al mero arbitrio de la
autoridad, dada la dificultad de precisar la
malicia de la acción y la suficiente penalidad
para establecer el orden.

Pero es preciso distinguir de inmediato dos
aspectos del principio: por una parte la nece-
saria existencia de la ley penal, es decir, la norma
que prescribe o prohíbe una acción estable-
ciendo una pena contra el transgresor, y, por
otra parte, el ejercicio concreto de la imposición
de la sanción. Este segundo aspecto resulta más
complicado por la dificultad de apreciar la im-
putabilidad de la acción y su gravedad y la de
determinar la sanción suficiente para obtener
el orden social, pues depende de numerosas
circunstancias personales y sociales. Por eso
la cuantificación concreta de la sanción suele
dejarse al buen juicio, no arbitrario, de la auto-
ridad o del juez. El principio, por tanto, no
puede tener una extensión absoluta: sería im-
posible determinar por ley penal todas y cada
una de las hipótesis delictivas. Pero también
sería fuera de toda lógica no establecer las for-
mas delictivas comunes.

En el derecho canónico es preciso tener en
cuenta otro doble aspecto de la acción delic-
tiva, reclamado por la doble finalidad de su
ordenamiento: una finalidad social y una fina-
lidad trascendente; pues normalmente la acción
delictiva canónica apunta a una responsabili-
dad social y a una responsabilidad de concien-
cia personal; es decir, perturba el bien social y
perturba el bien de la conciencia. La sanción
canónica se dirige más que a reparar el orden
de la conciencia (coram Deo), que también se
intenta aunque por otro camino, a reparar el
daño social (coram societati) (MARZOA 292). En
el ámbito canónico, como en todo ordena-
miento jurídico, se subraya el carácter jurídico
público, el daño causado a la comunidad. Por
tanto, el objeto de las penas no es el pecado
meramente interno, sino la infracción en
cuanto tiene dimensión externa social.

2. Asentamiento jurídico del principio
Se puede afirmar que la perspectiva histó-

rica del derecho penal conduce a la instala-
ción del principio de legalidad penal, aun-
que no sin ciertas vacilaciones, desde el
derecho romano, ya que Ulpiano conside-
raba que no se imponía la pena si no estaba


